
 

 

PROYECTO DE DECLARACIÓN 

L a Honorable Cámara de Diputados de la Nación declara: 

Repudiar la multa de 32 millones de pesos que ha impuesto el gobierno de la Provincia de 

Santa Cruz, encabezado por la Gobernadora Alicia Kirchner a la Asociación Docentes de 

Santa Cruz (ADoSaC) 

Reclamar la anulación inmediata de la multa y el cese de toda persecución hacia la 

organización gremial docente en la provincia de Santa Cruz. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

FUNDAMENTOS 

Sra. Presidenta: 

Este 4 de octubre pasado, el abogado que representa al estado provincial ha solicitado el 

embargo de las cuentas del sindicato ADoSaC por el valor actualizado de la multa que 

ronda los 32 millones de pesos. 

Este intento de ahogar económicamente al mayor sindicato docente de la provincia, se 

produce en el marco de un conflicto salarial que lleva ya dos meses y en el cual las ofertas 

están por debajo de la inflación anual y no contemplan ninguna recomposición de lo 

perdido en los últimos 6 años de caída abrupta del salario de los maestros. Los paros 

parciales realizados han contado con un acatamiento promedio al 80 % y el gobierno en 

represalia ha ordenado el descuento de los días de paro. 

El origen de la multa fue el rechazo del sindicato docente, por medio de sus asambleas y 

Congresos, al intento del Ministerio de Trabajo provincial de aplicar una conciliación 

obligatoria, para bloquear los paros que en ese entonces se realizaban de manera legal por 

el pago de los sueldos, que se abonaban en cuotas, con retrasos de hasta un mes. 

Es inaceptable que se pretenda acallar el reclamo salarial, en una provincia que ha 

disminuido el salario en más del 50 % de su poder adquisitivo, intentando quebrar 

económicamente la organización de los trabajadores, con medidas administrativas del 

Ministerio de Trabajo que es Juez y parte, con el visto bueno de una justicia controlada por 

ese mismo poder político. 

De esos mismos conflictos se origina una causa penal con la que se intenta criminalizar a 

varios dirigentes docentes y estatales, la que en estos días ha sido elevada a juicio. En esa 



causa están acusados Juan Manuel Valentín, Gabriela Ance, Claudio Wasquin y Diego 

Barrionuevo. 

El gobierno provincial esgrime un superávit de 13000 millones de pesos en 2021 y de 5500 

millones en el primer trimestre de este año de acuerdo a la información oficial del portal 

estatal. Si tenemos en cuenta que la masa salarial completa de sueldos y jubilaciones que 

abona el estado provincial ascendía en ese primer trimestre a poco más de 9000 millones, 

eso nos da una idea del margen de maniobra que tiene el estado para recuperar 

progresivamente el salario docente y estatal que es el reclamo que plantean los gremios en 

conflicto (ATE, UPCN, AMET y ADOSAC) en estos momentos.  

Es notorio, además, el carácter discriminatorio con que se trata a los maestros, ya que en un 

marco de paros de todo orden, solamente se presiona con conciliaciones obligatorias a los 

gremios docentes, tanto en 2017 como en 2022.  

El Gobierno de Santa Cruz muestra verdadera vocación para usar el salario como variable 

de ajuste: utiliza este mecanismo cuando las finanzas están en rojo y también lo utiliza 

cuando las finanzas le dan un amplio superávit.  

En los años de gobierno de Macri, el ajuste y la persecución tenían como excusa el ahogo 

financiero de la provincia. En los últimos años simplemente no hay excusas. 

En todo caso lo más preocupante es la utilización de medios coercitivos, contra los 

trabajadores y sus organizaciones sindicales, en especial la de los docentes, que se expresa 

en la imposición del presentismo, los descuentos por paros, los despidos por paros, la 

criminalización de personas por luchar, la manipulación del Ministerio de Trabajo de los 

mecanismos de conciliación para bloquear los reclamos y finalmente esta multa salvaje que 

planteamos en este recinto repudiar, para solidarizarnos así con los más débiles contra la 

prepotencia estatal del gobierno de Alicia Kirchner. 

Acompañamos la solicitud de embargo ejecutivo y un cálculo de la multa original más 

intereses y costas que suma en total $ 31.515.054,07. 



Por todo lo expuesto solicitamos a las señoras y señores diputados que acompañen el 

presente Proyecto de Declaración.  

 

 


